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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


               EXP. Acción Popular 66001-31-03-001-2019-00100-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RECURSO DE SÚPLICA / NO PROCEDE EN LAS ACCIONES POPULARES / INADMISIÓN DE APELACIÓN DE AUTO / SÓLO ES SUSCEPTIBLE DE RECURSO DE REPOSICIÓN.
El Magistrado Ponente decidió en auto del pasado 30 de septiembre…, que con base en el parágrafo del artículo 318 del CGP, tramitar como recurso de súplica, el formulado por la parte actora contra el proveído que declaró inadmisible su alzada.
Las acciones populares se gobiernan por reglas propias, previstas en la Ley 472 de 1998, y sólo en lo no regulado allí puede acudirse a las del Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso, o a las del Código Contencioso Administrativo.

Sucede entonces, que los recursos sí fueron previstos en esa normativa. Precisamente, el artículo 36 de dicha ley, señala que contra los autos que se dicten durante el trámite de la acción popular procede el recurso de reposición, en tanto que el de apelación sólo tiene cabida contra la sentencia de primera instancia (art. 37), o bien contra el auto que decrete medidas cautelares, porque así expresamente lo señala el artículo 26 ibídem. (…)
… contrario a lo que el magistrado ponente decidió…, tal mecanismo de defensa será inadmitido, pues resulta improcedente en este tipo de asuntos constitucionales…
… en asuntos similares (expedientes 2019-00071-01, 2019-00096-01, 2019-00101-01, y 2019-00109-01), el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo expuso lo siguiente:

“...a vuelta de revisar detenidamente la cuestión, se tiene que el artículo 311 del CGP establece que el recurso de súplica “… procede contra los autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el magistrado sustanciador en el curso de la segunda o única instancia, o durante el trámite de la apelación de un auto. También procede contra el auto que resuelve sobre la admisión del recurso de apelación o casación…”. Así que, si se considerara aisladamente esta disposición, se advertiría procedente el recurso de súplica, dado que el auto que en un proceso civil inadmite la apelación en segunda instancia, es susceptible de ese medio de impugnación. 

“Sin embargo, si se mira la legislación propia y especial de las acciones populares, ninguna disposición prevé que contra el auto que inadmite la apelación, pueda proponerse esa impugnación”.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Dual Civil Familia
Magistrado: Edder Jimmy Sánchez Calambás

Pereira, dieciocho de octubre de dos mil diecinueve
Expediente.  66001-31-03-001-2019-00100-01 

Asunto: Decide admisibilidad – Súplica
Acta N° 522 de 18-10-2019
__________________________________________

I. Asunto

Se decide lo pertinente frente al recurso de súplica contra el auto del 23 de septiembre último, dictado por el Magistrado Ponente, por medio del cual se declaró inadmisible la apelación formulada por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, contra la decisión adoptada el 2 de agosto de este año, por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, en la acción popular que promovió el apelante contra AUDIFARMA SA.
II. Antecedentes
El Magistrado Ponente decidió en auto del pasado 30 de septiembre (fl. 9, c. 2), que con base en el parágrafo del artículo 318 del CGP, tramitar como recurso de súplica, el formulado por la parte actora contra el proveído que declaró inadmisible su alzada.
III. Consideraciones
Las acciones populares se gobiernan por reglas propias, previstas en la Ley 472 de 1998, y sólo en lo no regulado allí puede acudirse a las del Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso, o a las del Código Contencioso Administrativo.
Sucede entonces, que los recursos sí fueron previstos en esa normativa. Precisamente, el artículo 36 de dicha ley, señala que contra los autos que se dicten durante el trámite de la acción popular procede el recurso de reposición, en tanto que el de apelación sólo tiene cabida contra la sentencia de primera instancia (art. 37), o bien contra el auto que decrete medidas cautelares, porque así expresamente lo señala el artículo 26 ibídem.
Al revisarse la constitucionalidad de esa norma - sentencia C-377 de 2002- quedó dicho que:
“Hecha esta precisión, para la Corte es claro que la medida contenida en la norma bajo revisión no se opone a la Carta Política pues consulta la naturaleza expedita de las acciones populares, en la medida en que al imprimirle celeridad a su trámite judicial propende por la efectividad de los derechos e intereses colectivos amparados por dichas acciones, que según se analizó se caracterizan por demandar del Estado una labor anticipada de protección.

Debe recordarse que en el contexto de la Ley 472 de 1998, la celeridad del procedimiento está dada fundamentalmente por el establecimiento de un término breve para proferir la decisión respectiva (art. 34), para lo cual el juez debe impulsar oficiosamente la actuación so pena de ser sancionado disciplinariamente, y sin que ello pueda comportar el desconocimiento de las reglas fundamentales del proceso pues en las acciones populares el juez tiene la obligación de velar “por el respeto al debido proceso, las garantías procesales y el equilibrio entre las partes” (art. 5°).

(…) 

En suma, entendida la norma en el sentido de que se aplica a todos los autos dictados durante el trámite de las acciones populares, no se desconoce la Carta Política pues el legislador en ejercicio de su libertad de configuración puede señalar en qué casos es o no es procedente el recurso de apelación, decisión que, según se advirtió, no conculca el principio de la doble instancia, ni los derechos de defensa, de acceso a la justicia y además la igualdad, porque con tal determinación se persigue una finalidad constitucionalmente admisible como es la de obtener la pronta y efectiva protección de los derechos e intereses colectivos amparados con la acciones populares, imprimiéndole celeridad al proceso judicial correspondiente.”
Por su parte, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, se ha pronunciado sobre la improcedencia de la apelación contra los autos en estas acciones e indicó: 

“Tampoco podría exigírsele a aquél que, ante el fracaso horizontal y la denegación de la alzada frente a esa determinación final, emprendiese la queja, comoquiera que el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 no admite la apelación contra los autos dictados en curso de las acciones populares, restricción compatible con la Carta Política, de acuerdo con la sentencia C-377 de 2002 de la Corte Constitucional que examinó la demanda de inexequibilidad en que se denunciaba que la norma cerrara esa posibilidad, poniendo como ejemplo un evento similar al aquí planteado.

En asuntos semejantes, la Corte ha especificado que, (…) la formulación de los recursos ordinarios solo puede exigirse si los mismos se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, porque de lo contrario se le estaría imponiendo al usuario una carga procesal que la ley no contempla (…) el reproche efectuado por el Tribunal se relaciona con la falta de interposición del recurso al que alude el artículo 348 de la codificación adjetiva frente al auto que negó la apelación formulada contra la providencia que rechazó la demanda por falta de competencia, “en aras de tramitar la queja”, según aseveró el a quo, medio de defensa que resulta improcedente (…) pues esa determinación no es susceptible de alzada (CSJ, STC 4 oct. 2013, rad 00224-01).

Igualmente, ha encontrado válida la denegación de la alzada pretendida por el gestor frente a rechazos semejantes, pronunciándose así:





La misma consideración puede realizarse respecto de las providencias del Tribunal, por medio de las cuales declaró inamisible el recurso de apelación y resolvió la súplica formulada contra la anterior resolución, pues lucen coherentes y ajustadas a la normatividad, en tanto que de conformidad con el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 , contra las providencias dictadas en el curso de estas acciones populares, sólo procede el recurso de reposición y la apelación contra la sentencia de primera instancia (CSJ, STC, 4 nov. 2010, exp. 00540-01).

Los precitados criterios, sobre la improcedencia de la apelación de los autos en la acción popular, han sido también expuestos por esta Corporación en Sala Unitaria
.

Retomando el tema, y contrario a lo que el magistrado ponente decidió en auto del pasado 30 de septiembre (fl. 9, c. 2), que con base en el parágrafo del artículo 318 del CGP, tramitar como recurso de súplica, el formulado por la parte actora contra el proveído que declaró inadmisible su alzada, tal mecanismo de defensa será inadmitido, pues resulta improcedente en este tipo de asuntos constitucionales, decisión que se adopta no obstante lo resuelto en providencia del pasado 1º de octubre, rad: 66001-31-03-001-2019-00072-01, en Sala Dual de Decisión, en la que actuó esta Magistratura, y como ponente el Dr. Duberney Grisales Herrera; y de lo dispuesto por este despacho en autos del 1º de octubre, en las acciones populares con radicados 66001-31-03-001-2019-00071-01, 2019-00096-01, 2019-00101-01, y 2019-00109-01, que también incurrió en la incorrección de señalar que el recurso propio era el de súplica. 

Lo anterior, además porque, en asuntos similares (expedientes 2019-00071-01, 2019-00096-01, 2019-00101-01, y 2019-00109-01), el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo expuso lo siguiente:

“...a vuelta de revisar detenidamente la cuestión, se tiene que el artículo 311 del CGP establece que el recurso de súplica “… procede contra los autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el magistrado sustanciador en el curso de la segunda o única instancia, o durante el trámite de la apelación de un auto. También procede contra el auto que resuelve sobre la admisión del recurso de apelación o casación…”. Así que, si se considerara aisladamente esta disposición, se advertiría procedente el recurso de súplica, dado que el auto que en un proceso civil inadmite la apelación en segunda instancia, es susceptible de ese medio de impugnación. 

Sin embargo, si se mira la legislación propia y especial de las acciones populares, ninguna disposición prevé que contra el auto que inadmite la apelación, pueda proponerse esa impugnación. 

(...)

Siendo así las cosas, el recurso de súplica en una acción popular, tratándose de autos, solo es posible siempre que se trate del decreto de una medida cautelar, pues es el único apelable en ese trámite; los demás autos, son objeto única y exclusivamente del recurso de reposición. 

Al respecto, el Consejo de Estado ha dicho que:

“Conforme con lo expuesto, en atención a la celeridad que debe caracterizar las acciones populares es claro que el recurso procedente contra las decisiones dictadas en el curso de este tipo de acciones es únicamente el de reposición, salvo lo dispuesto expresamente en los artículos 26 y 37 de la Ley 472 de 1998 respecto de las providencias a través de las cuales se dicta una medida cautelar y se profiere sentencia de primera instancia, decisiones estas que son apelables; sin que con dicha limitación se afecte en manera alguna el debido proceso o el derecho a la doble instancia conforme el análisis efectuado frente al punto por la Corte Constitucional.

Entonces es esta la oportunidad para que la Sala Plena de esta Corporación reafirme la regla en comento según la cual, se insiste, las únicas decisiones apelables en acciones populares son el auto que decreta una medida cautelar y la sentencia de primera instancia, por lo que todas las demás decisiones que se adopten en el trámite de estos procesos son únicamente pasibles del recurso de reposición.”
”
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira en Sala Dual Civil-Familia,
RESUELVE:
Primero: Devolver el presente asunto al Despacho del Magistrado Duberney Grisales Herrera, con el fin de que provea con relación a la reposición incoada por el actor popular.
Notifíquese y Cúmplase
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

    JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO



LA PROVIDENCIA ANTERIOR SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 





________________________








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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